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(Sin corregir) 


Señor Representante José Andrés Arocena. 


Señores Representantes Gabriela Barreiro, Nicolás Olivera, Darío Pérez Brito, 
Carlos Pérez, Edgardo Rodríguez y José Francisco Yurramendi Pérez. 


Señor Representante Ope Pasquet. 


Por el Movimiento Deudores del BHU y ANV: señoras Yolanda Ostazo, Verónica 
Baleatto, Yolanda Rizzotto y Susana Alegre y señores Orlando Firpo, Gustavo Firpo 
y Ariel Tinaglini. 


Por los vecinos del Barrio 30 de julio: señoras María Alvez Moretti, Mariana 


Vázquez, María Feo, Andrea Suárez y señores Jorge Rodríguez, Pablo Vázquez, 
Fabián Barreto, Carlos Vázquez y doctor Alvaro Acordagottía. 


Señora Virginia Chiappara. 


PROSECRETARIA: Señora Lilián Fernández Cítera. 


SEÑOR PRESIDENTE (José Andrés Arocena).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Previamente a escuchar su exposición, corresponde votar la autorización para que el señor diputado Pasquet 
realice un planteo ante esta Comisión. 


(Se vota) 


———KCuatro por la afirmativa: AFIRMATIA. Unanimidad. 


SEÑOR PASQUET (Ope).- Sé que tienen una apretada agenda y no quiero quitarles más tiempo del 
estrictamente indispensable. 


Durante la sesión de esta Comisión de la semana pasada planteé mi interés en convocar a la señora ministra 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente a efectos de que informe las razones por las cuales 
todavía no se ha integrado el directorio de la Ursea y cuándo piensa el Poder Ejecutivo proceder a la 
designación de al menos uno de los miembros; de esta manera, el Directorio podría sesionar, ya que precisa 
dos integrantes. Según he sabido, esta Comisión aun no adoptó resolución sobre este planteamiento que, por 
lo visto, tampoco está en el orden del día de la sesión de hoy. 


En definitiva, quisiera saber qué trámite habrá de darse a la solicitud que he formulado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De nuestra parte ha existido la misma inquietud. Como la señora ministra 
está invitada a venir -la fecha se debe coordinar- para tratar distintos asuntos relacionados con la 
vivienda y el saneamiento, sin duda, podremos agregar este planteamiento. 


SEÑOR PASQUET (Ope).- Muchas gracias. 
(Se retira de sala el señor representante Ope Pasquet) 


(Ingresa a sala una delegación del Movimiento Deudores del Banco Hipotecario del Uruguay y la 
Agencia Nacional de Vivienda) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esta Comisión tiene mucho gusto en dar la bienvenida a la delegación del 
Movimiento Deudores del Banco Hipotecario del Uruguay y la Agencia Nacional de Vivienda, 
integrada por las señoras Verónica Baleatto y Yolanda Ostazo, y por los señores Orlando Firpo, Andrés 
Moreno, Gustavo Firpo y Ariel Tinaglini. 


SEÑOR PÉREZ (Carlos).- Quiero pedir disculpas porque, aunque considero muy importante la 
presencia de los invitados, voy a retirarme para concurrir a otra comisión donde debo tratar un asunto 
impostergable. 


(Se retira de sala el señor representante Carlos Pérez) 


SEÑOR FIRPO (Orlando).- Nuestro grupo lleva más de tres años trabajando en la búsqueda de 
soluciones y, seguramente, ya nos hemos reunido con algunos de ustedes; en los años anteriores 
visitamos comisiones de vivienda y de hacienda solicitando y tratando de aportar soluciones. 


Somos unos 23.000 deudores que reclamamos soluciones en el Banco Hipotecario y nuestro grupo está 
constituido por unas 15.000 personas, aunque puede que no sea una cantidad igual de familias. 


¿Por qué reclamamos? Porque nuestras deudas se han ido acrecentando en forma significativa debido a la 
unidad en que reajustamos: la unidad reajustable. Esta unidad fue creada en el año 1968, época de una 
inflación impresionante, con el fin de que nuestros reajustes se hicieran según el ajuste de salarios. ¿Qué ha 
sucedido desde hace treinta años? Que a excepción de momentos puntuales de crisis -como en 2002- el 
salario real siempre -no solo en estos últimos diez años- se incrementó por encima de la inflación. El desfase 
de nuestra indexación con respecto a la inflación, en los últimos diez años de gobierno ha sido de más del 
60%, pero si nos retrotraemos al año 1985, la diferencia es de más del 100%. Algunos pueden preguntar: 
"¿Cuál es el problema? Si ustedes reajustan con el salario real, no importa que sea más que la inflación”. Sin 
embargo, ocurren cosas importantes. Una muy trascendente es que nuestro colectivo no tiene por qué 
reajustar -y en los hechos no lo hace- con el mismo índice que el salario real. Constituimos un colectivo de 
gente que en muchos casos no tiene los empleos más pujantes. Nuestros préstamos fueron solicitados del año 


1985 al 1990, algunos antes, y sufrieron refinanciaciones. Según estudios que tenemos -que no son 
absolutamente pormenorizados porque no contamos con medios para obtenerlos-, nuestro salario tuvo una 
indexación cercana al 75% del salario real; en muchos casos eso se debe a que durante la duración del 
préstamo pasamos de activos a pasivos y, si bien las pasividades reajustan por el índice medio de salarios, 
todos sabemos que ese cambio va a en detrimento de las remuneraciones. Además, aunque nuestros ingresos 
reajustaran exactamente con el índice medio de salarios, que se indexe la cuota -algo tan significativo en la 
canasta familiar ya que representa el 25%, el 30% o el 35% del ingreso familiar- sobre la inflación significa 
una pérdida de otras cosas que algunos pueden haber obtenido con aumentos de salarios por encima de la 
inflación. Si el trabajador logra salarios que indexan sobre el incremento de la leche, de la salud o de los 
combustibles, sería lógico que también indexara sobre lo que subió la vivienda. Sin embargo, en nuestro 
caso, tenemos que seguir pagando indexados con lo que sube el salario real. Además, hay que recordar que 
nuestros préstamos fueron otorgados por un banco que solo tenía en común el nombre con el actual Banco 
Hipotecario. Nosotros teníamos ahorros previos para préstamos sociales de edificios o construcciones 
personales en que la vivienda se debía ajustar a determinados requerimientos del Banco Hipotecario. Hoy el 
Banco tiene un funcionamiento absolutamente comercial y de competencia con la banca privada en cuanto al 
otorgamiento de préstamos para viviendas. Después de la crisis, cuando el Banco se reestructuró, se decidió 
que no quedaran todos los deudores en unidades reajustables; quedaron solo los deudores que tenían su 
carpeta legalmente correcta. Había un gran caos en el Banco Hipotecario y a las carpetas adolecían de 
problemas graves de documentación se las pasó a otro lugar. Así, quedaron en el Banco Hipotecario los 
deudores que todavía le servíamos porque éramos buenos pagadores. Todos los préstamos de deudores 
complejos con muchos atrasos o con problemas de documentación pasaron a la Agencia Nacional de 
Vivienda; a una parte significativa de ellos se les buscó solución pero otros siguen exactamente igual que 
nosotros. 


En definitiva, todos los años estamos pagando un plus respecto a la inflación, que ronda el 5% y nuestras 
tasas de interés, promedialmente, son de un 7% y 8%, pero la documentación muestra que en algunos casos 
están por encima del 10% anual. Es lógico que el Banco Hipotecario cobre los préstamos de nuestras casas en 
una moneda indexada con la inflación y que reciba un interés porque tiene costos de funcionamiento, pero no 
es lógico que desde el advenimiento de la democracia la moneda que utilizamos haya indexado el doble que 
la inflación ni que, encima, un banco con orientación social nos cobre tasas del 7%, 8% o hasta más del 10%. 
Si un banco social indexa con la inflación, con una tasa del 3% 3,5% o 4%, puede funcionar perfectamente. 


Esa es nuestra situación. 
SEÑOR FIRPO (Gustavo).- Estamos convencidos de que tenemos un problema. 


Hace más de tres años estamos trabajando para poner sensibilidad pero también pienso, cabeza y mucha 
responsabilidad al tema. No queremos que las soluciones determinen que resto de la sociedad pague costos 
por imprudencias. Somos trabajadores y jubilados que solicitamos al Banco Hipotecario un préstamo social 
para el que debimos realizar un ahorro previo. Estamos comprometidos con lograr soluciones no solo para 
nosotros sino para toda la sociedad. Soñamos con que nuestros hijos y nuestros nietos y vivan en un Estado 
donde el esfuerzo de las familias y la solidaridad intergeneracional y de toda la sociedad contribuyan a que 
tengan acceso a un techo. 


Estamos convencidos de que tenemos un problema y es que las deudas se han sobredimensionado y que 
estamos pagando algo que no se corresponde con lo que fuimos a buscar hace decenas de años al Banco 
Hipotecario del Uruguay. Esto lo venimos diciendo y encontramos diferentes tópicos de respuesta. 
Recibimos, por ejemplo, la respuesta del paradigma tecnócrata que dice: "Quédate en UR que es la mejor 
solución del mundo porque resulta que hay una cosa que se llama índice medio salarial y tu cuota va a ajustar 
con ese índice" Todos confiamos en las cifras que nos da el Instituto de Estadísticas y en el índice medio 
salarial, pero quizás ese es el reflejo de la parte de la sociedad más fuertemente estable, organizada, con 
empleos seguros, firmes. 


Nuestra población viene de otro Uruguay. A pesar de los años que tenemos encima, seguramente seamos de 
los más jóvenes dentro de esta población. Nuestra población soportó la dictadura, viene de otro Uruguay; el 
Uruguay que se fue reconstruyendo después de la democracia. En términos generales, no estamos ajustando 
nuestros ingresos con el índice medio de salarios. No nos digan que lo mejor que hay es quedarnos con la 


UR, cuando el Banco Hipotecario y todos los emisores de préstamos para vivienda no los hacen más con esa 
unidad. 


Estamos convencidos de que estamos en un estadio de desarrollo de la democracia en la que ciudadanía tiene 
mucho más acceso a la información y tenemos que actuar con mucha más franqueza y sinceridad. El Estado y 
los agentes privados otorgan los créditos de vivienda en unidad indexada y ofrecen al mercado productos 
relativamente buenos. ¡Claro que se te va toda una vida de esfuerzo para pagar el crédito hipotecario! Eso 
pasa acá y en todo el mundo y siempre va a ser así; lo sabemos. Lo que sucede es que, desde la restauración 
de la democracia, nuestros créditos se están ajustando un 60% por encima de la inflación, más los abultados 
intereses. 


Estamos convencidos de que tenemos un problema y, lamentablemente, la vida nos fue dando la razón. Nos 
decían que nos quedáramos con la UR por ser la moneda más procíclica y nos hacían razonamientos técnicos, 
pero hace cuatro años que estamos organizados en soluciones y todos los años, al llegar setiembre u octubre, 
nos encontramos con que nuestros créditos ajustan 4% o 5% por encima de los que lo hacen en unidades 
indexadas. Entonces, la maldita realidad, los malditos hechos nos dan la razón. Eso pasó un año y al otro y 
viene pasando desde hace diez años. Y Dios quiera que siga pasando que el salario real y su reflejo más 
prudente, que puede ser el índice medio salarial, siga subiendo por encima de la inflación. Toda la sociedad 
trabaja para eso. Nosotros no queremos estar en una unidad que ya se ha transformado, según la Institución 
de Derechos Humanos, en una irritante injusticia en detrimento de los antiguos deudores hipotecarios, a 
quienes ha llevado a la ruina y ha enriquecido de manera poco previsible e injusta a la otra parte, que es el 
Banco Hipotecario del Uruguay. 


En general, nuestras posturas han sido recibidas de muy buena manera por parte de todo el sistema político 
partidario y estamos agradecidos por eso. Hemos tenido las puertas abiertas de todos los partidos políticos. 
Sin embargo, eso no se ha reflejado en soluciones. Y la respuesta al problema no pasa por cambiar la forma 
de ajuste sino por otorgar soluciones que sinceren las deudas, que las vuelvan algo mucho más cercano a la 
ecuación que surgió entre el cliente y el banco Hipotecario del Uruguay. Esto no pasa porque nos cambien a 
unidades indexadas, ni es lo que pedimos hoy ni lo que pedíamos antes. 


Se nos ha contestado cosas dispares, que no dejan bien paradas las posturas del Banco Hipotecario del 
Uruguay en su argumento de por qué no hay soluciones. Lo digo porque, por un lado, se le contesta a la 
Institución de Derechos Humanos que si estos clientes se hubieran quedado en unidades indexadas estarían 
igual que con unidades reajustables. Esa respuesta nos la ha hecho llegar el mismo Banco Hipotecario del 
Uruguay, por lo que acá no hay ninguna infidencia de ningún organismo. Nosotros no tenemos cifras ni nadie 
que nos pase datos ni los queremos tener; somos simples ciudadanos. 


El Banco le hace una escala a la Institución de Derechos Humanos con el desarrollo de dos años, comparando 
si el cliente estaba en unidades indexadas o en unidades reajustables, concluyendo que es lo mismo. Se hizo 
un desarrollo de dos años para clientes de veinticinco o treinta años y si caes en los monstruosos 
colgamentos, quedan para tus hijos y nietos. Esto no es de recibo; es como comparar el desarrollo de dos 
enfermos a los que les das el remedio por uno o dos días; no alcanza ni para argumentar en contra. 


Por otra parte, se argumenta que pasarnos a unidades indexadas y equiparar lo que hubiésemos pagado de 
más al indexar con unidades reajustables supone un enorme riesgo y un peligro financiero para el Banco 
Hipotecario del Uruguay. Entonces, ¿en qué nos quedamos: en que la persona en UR y en Ul se desarrolla y 
paga montos similares o que es tanto más lo que pagan en UR que ponen al Banco Hipotecario del Uruguay 
en un riesgo financiero límite? Y se habla de un desfase de US$ 300.000.000. Cito de memoria lo que dice el 
Banco Hipotecario del Uruguay en su página web respecto de su balance oficial: "Gran parte de nuestras 
ganancias se debe al gran incremento que ha tenido la unidad reajustable por sobre todos los demás 
parámetros y monedas en que se maneja el mercado". 


Entonces, concluyo que tenemos un problema. Ese problema no es bancario ni administrativo; es político - 
porque requiere soluciones políticas-, es social, pero, sobre todo, es humano. Y lo digo porque la primera vez 
que vinimos a esta sede, se sentaron a la mesa dos compañeros que hoy no están con nosotros y que tuvieron 
que dejar su vivienda porque no pudieron seguir con el Banco Hipotecario del Uruguay. Tuvieron que vender 
su vivienda para pagar la cuota, para los saldos y la deuda. 


Los créditos hipotecarios en España son monstruosos y famosos en el mundo, pero nosotros les ganamos en 

algunos casos porque acá no tenemos la dación de pago y si uno no puede pagar más su casa, la deuda la van 
a recibir sus hijos y nietos. Y estas personas tuvieron que vender su casa para saldar la cuenta y quedarse sin 
nada. Luego de pagar durante decenas de años, tuvieron que pasar a alquilar. 


Entonces, los deudores hipotecarios tenemos un problema. El Estado tiene un problema y el sistema 
democrático tiene un problema. Básicamente es un problema humano que requiere coraje y soluciones 
políticas. Y después de tres años, estamos más para trabajar en soluciones que para seguir debatiendo sobre 
teoría de ajustes de deudas hipotecarias. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos que nos dejen una copia de la planilla que obra en su poder. 
SEÑOR FIRPO (Gustavo).- Sí, claro. 


SEÑOR TINAGLINI.- Soy vecino de Canelones y vengo con los compañeros a encarar un tema muy 
problemático pero, sobre todo, muy sensible. 


Antes que nada, quiero agradecer que pueda ejercitar algo tan interesante hoy en día como es la democracia. 
Es así que representante y representado podemos sentarnos a hablar de temas tan importantes como la 
sensibilidad y lo que es el ciudadano. ¿A qué me refiero? Somos parte de un colectivo que apostó a soñar con 
su vivienda. Imagino que cada uno de ustedes, trabajadores, piensan lo mismo. No se piensa en la vivienda 
para tener un espacio a fin de mostrarlo al otro; se piensa para dárselo a la familia, para desarrollarnos, para 
tener una mejor calidad de vida nosotros y, sobre todo, nuestra familia. 


Me voy a referir a mi caso porque es importante poner un ejemplo. En 1997 soné eso con mi familia y en el 
Uruguay de ese momento no tenía otra posibilidad que golpear las puertas de un Banco Hipotecario social, 
que me permitiera, mediante ahorro y un pago, obtener una vivienda. Soné, me puse muy feliz y tuve la 
vivienda, pero luego desperté. ¿Cómo desperté? Desperté comprendiendo que el banco social me había 
mentido, que el plan de vivienda del Uruguay no era un plan de vivienda. Yo no había comprado una 
vivienda; había adquirido una cuota de por vida. ¿Qué le iba a dejar a mi hija? ¿Una herencia para toda la 
vida? ¿Qué le iba a dejar a mis sucesores? ¿Problemas y más problemas? Entonces, golpeé las puertas de las 
autoridades para hablar frente a frente, mirándonos a los ojos. La respuesta que recibimos fue: "Sí, tenés 
razón. Sí vamos por el camino. Ustedes saben que son parte de un colectivo que fue discriminados más de 
una vez". Sabemos que colectivos similares han tenido otras posibilidades; me alego y lo aplaudo. Sin 
embargo, nosotros seguimos pagando cuotas que son elevadísimas y tenemos que sacrificar el desarrollo de 
nuestra familia, nuestro desarrollo, el ocio y alguna otra cosa porque queremos honrar nuestras deudas. Y no 
solamente eso, sino que también queremos cumplir con aquel pacto que se hace entre personas e instituciones 
y ciudadanos: pagar lo que debemos, pero es imposible pagar esa deuda. Se llegó a un punto en el que 
muchos compañeros resolvieron vender sus casas. Y voy a dar el ejemplo de un señor de sesenta y nueve 
años, que el otro día lloraba porque no vendió su casa sino que la regaló. Quería sacarse un problema de 
encima. Entonces, se la dio a alguien que se iba a hacer cargo de la deuda. Él dijo: "Entre la deuda y mi vida, 
quiero mi vida. Los pocos años que me quedan, los quiero vivir". Hay muchos que pintamos canas. ¿Ustedes 
pensaron alguna vez en la posibilidad de tener que elegir entre lo que sacrificaron toda la vida, entre lo que 
trataron de conseguir y la vida? Tal vez no lo pensaron y si lo pensaron, tendrían que reflexionar sobre eso. 


Aquí no estamos hablando solamente de la parte financiera, ni de la cuota. Hablamos de un Uruguay 
inclusivo, equilibrado, equitativo. Son lindas palabras que suenan muy bien en los oídos de todos, pero tienen 
que convertirse en acciones. Quejarse es fácil, actuar es lo difícil. En este Uruguay cada uno es cada vez más 
individualista. Cada uno piensa en lo suyo. ¿pero qué pasa alrededor? Un país no se construye solo con ideas; 
se construye con acciones. Y ustedes tienen la posibilidad de hacerlo y nosotros queremos estar al lado. 


Aclaro que no planteamos una solución que implique que nosotros ganemos y el Estado pierda, porque soy 
parte del Estado. Hay gente que quizás prefirió ir por el lado de la demanda, pensando que le permitiría 
adquirir, en algún momento, un bien material que le dé algo para sostener lo que perdió. No, nosotros 
queremos una solución que implique ganar- ganar; gana el Estado y todos los uruguayos; ganamos todos los 
que estamos acá, pero tenemos que hacer una reflexión importante. 


Sé que la política es otra y que hay lineamientos. Entiendo que hay acciones que tienen que seguirse y 
permitirse, aunque no tenga la razón, pero hoy traje el corazón y lo pongo arriba de la mesa. Lo que sentimos 
es que nos han soltado las manos el Estado y nuestros representantes -no una sino muchas veces-, que nos 
dijeron: "Sí, tenés razón, pero acá no cuentes con nuestra ayuda" 


Entonces, lo que pedimos es simplemente eso: difundamos, trasmitamos, hagamos algo. 


Tengo que ser muy sincero: ya puse mi casa a la venta. Lo hice porque no le puedo seguir dando un problema 
más a mi familia. Y hay muchos en esta situación. 


El otro día se decía que en el Banco Hipotecario hay menos morosos. Sucede que hay más gente que vendió 
o regaló su vivienda o gente que se rindió, bajó los brazos, y contrajo una enfermedad que la llevó a la 
muerte. ¿y quién quedó con esa vivienda? ¿El hijo, la hija? No; no señores, tenemos que ser muy claros: si 
ustedes reflexionan, verán que aquí tenemos un gran problema. 


Aprovechando su muy buena voluntad, quiero cerrar esto con un pequeño cuento que tiene que ver con lo 
que estoy diciendo. El nuevo profesor de la Facultad de Derecho se presenta en una sala llena de estudiantes. 
El mira a los estudiantes y le pregunta el nombre al primero de la fila. El joven responde que se llama Ariel. 
Acto seguido, el profesor le indica que se debe retirar de la sala y que nunca más podrá entrar a esa clase. El 
joven se va y todos quedan asustados. El profesor pregunta luego para qué está el Derecho. Reitera la 
pregunta porque nadie contesta. Vuelve a insistir y una voz desde el fondo dice que para defender. El profesor 
pregunta para defender qué y se contesta: "Defender la justicia". El profesor plantea, entonces, si piensan que 
él actuó con justicia o injusticia. Nadie contesta porque tienen miedo de que los saque de clase. Sin embargo, 
alguien se atreve a contestar: "Actuó con injusticia". El profesor dice que quiere escucharlos más fuerte y 
pregunta si entienden que él fue justo. Luego de insistir, contestan: "No". Y ahí sí se sintieron las voces. 
Entonces, el profesor responde: "Espero que quede claro que no quiero en mi clase a una sola persona que, 
sabiendo que hay una situación injusta, no levante la voz o la mano para señalar: 'Acá no permitimos la 


m 


injusticia". 
Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se hizo referencia a los colgamentos. ¿En qué situación están o cómo los han 
ido procesando? Hay otras instituciones, como Fucvam, que han logrado condonar sus deudas. 
Entonces, quería saber si en algún momento han tenido tratativas en ese sentido. 


Dentro del grupo de ustedes, ¿hay alguien que se haya pasado de UR a UI? ¿Cómo es la equivalencia entre el 
total pagado más la deuda y el valor del inmueble? ¿O el total pagado hasta el momento equivale al valor del 
inmueble? Sabemos que hay muchos casos en que cuando se pagó el equivalente al valor de tasación, el 
Banco condonó el resto de la deuda. 


¿Han tenido reuniones con el actual Ministerio? ¿Cuál ha sido su posición? De todas formas, nosotros vamos 
a trasladar a sus autoridades las inquietudes que nos han manifestado. 


SEÑOR YURRAMENDI (José).- Es un gusto recibirlos. 


Quiero saber si tienen estimado cuántos son los deudores en todo el país que se encuentran en esta situación, 
tanto en el Banco Hipotecario como en la Agencia Nacional de Vivienda. ¿Tienen datos de posibles 
soluciones? Algo dijeron del pase de UR a UI pero, ¿tienen alguna otra solución con respecto a los 
colgamentos que pueda englobar toda la problemática general, más allá de la particular? ¿Están 
comprendidos en el grupo que ustedes representan los deudores que sacaron créditos para reforma en dólares 
en el Banco Hipotecario que fueron pasados a UR? 


SEÑOR OLIVERA (Nicolás).- Agradezco la exposición. 


Quiero hacer énfasis en lo que decía el presidente: trataremos de ser muy austeros en la expresión de nuestras 
opiniones pero les damos la tranquilidad de que, una vez que se vayan, en la interna debatiremos los temas en 


profundidad. No se queden con lo que les digamos hoy, porque nuestra labor empieza una vez que ustedes se 
retiran. 


Por otro lado, ustedes reclaman justicia, un trato igualitario. El derecho de igualdad supone no tratar a todo el 
mundo igualmente sino de manera igual a los iguales y desigualmente a los desiguales. Entonces, tendríamos 
que saber qué los hace iguales al resto de los deudores que tuvieron un trato preferencial de parte de la 
Agencia Nacional de Vivienda. Por lo que tengo entendido, con las carteras con mayores problemas se fueron 
generando distintos fideicomisos en la Agencia y el Estado -no me refiero a un gobierno en particular- da un 
trato preferencial a la vivienda rotulada como de interés social. Por eso, quiero saber si todas sus viviendas - 
no me expido sobre el fondo del tema, si es justo o injusto lo que sucede con ustedes- son de interés social 
según como cataloga el Ministerio de Vivienda a partir de la ley correspondiente. 


Por otra parte, el señor Firpo dijo que no es la única solución que quieren pasarse de UR a unidades 
indexadas. Tal vez pudieran darnos una hoja de ruta con sus reivindicaciones, para que podamos analizarlas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hemos escuchado atentamente su amplia exposición. Ahora les pedimos 
brevedad en sus respuestas, puesto que a la hora 12 tenemos que dejar la sala y tenemos una 
delegación esperando ser recibida. 


SEÑOR TINAGLINI (Ariel).- Voy a contestar sobre el proceso de pasaje de UR a UI. Hace un año y 
pocos meses hubo un llamado a los deudores para trasladar su cuota en UR a UI. Esa decisión fue 
tomada en el Ministerio de Vivienda. Se presentaron setecientas noventa y ocho personas para ver las 
condiciones y solamente cinco asumieron el traslado a UI. ¿Por qué? Porque eso significaba tirar para 
adelante los años; o sea, crecía el tiempo y el interés. Si tenía un interés de 5,9% iba a pasar a 8,3%. El 
negocio era para el Banco. En realidad, nos daban la oportunidad de aspirar a más años de vida, 
porque para pagar tendríamos que pasar los cien años. No había beneficio alguno. 


SEÑOR FIRPO (Orlando).- Los colgamentos son otra faceta del mismo problema y hay de varios 
tipos. Surgieron por no poder seguir pagando el reajuste de la unidad reajustable. Durante el primer 
gobierno democrático se dio el primer tipo de colgamento, que fue establecido unilateralmente por el 
Banco Hipotecario, que decidió no reajustar por el total de la UR porque entendió que si lo hacía, la 
morosidad iba a ser enorme. 


Otros colgamentos surgieron de común acuerdo con el Banco: cuando el deudor manifestaba que no podía 
asumir el reajuste de la UR, el Banco reajustaba menos, refinanciaba y tiraba la deuda para adelante; cuando 
se terminara de pagar esa parte de la deuda, se empezaría a hablar de la nueva. Eso es un colgamento. Si 
queremos solucionar los colgamentos, tenemos que resolver la manera que tenemos de reajustar. 
Colgamentos e indexación de la unidad reajustable forman parte del mismo problema. 


E la Administración pasada estuvimos reunidos con el Ministerio de Vivienda, con la presencia de la 
Presidenta del Banco Hipotecario. Se nos escuchó, se entendió cuál era nuestra problemática y quedaron en 
buscarnos soluciones. Barajamos soluciones interesantes como bajarnos la tasa de interés: dado que 
ajustábamos por la UR, que era de una indexación muy alta, se nos podía topear la tasa de interés en un 3% o 
un 3,5%. Les propusimos que estudiaran nuestro colectivo, que no era el más pujante y nuestros ingresos no 
reajustaban exactamente igual que el índice medio de salarios. Propusimos también que se estudiara la 
posibilidad de reajustarnos por el 75% de la suba de la UR. Después de que se nos escuchó, todo terminó en 
lo que explicaba Ariel: la propuesta del Banco no fue bajar las tasas de interés ni reajustar por menos del cien 
por ciento de la UR sino que nos dio la posibilidad de pasar de UR a Ul, con tasas superiores a las que 
estábamos pagando en dos o tres puntos. Además, ese pasaje ni lo tenía que dar el Banco porque significaba 
cancelar nuestro préstamo e iniciar uno nuevo en Ul, con los consiguientes gastos administrativos, de 
documentación, etcétera. Por algo, de veintitrés mil deudores, se acogieron cinco; o sea, se trabajó meses y 
meses para ofrecer una solución que sirvió al 0,02% de los damnificados. 


Se nos preguntó cuántos éramos los que teníamos esta problemática. Somos veintitrés mil deudores en el 
Banco Hipotecario más una cantidad de deudores que pasaron a la Agencia Nacional de Vivienda con la 
promesa de soluciones que aún están esperando 


Quiero destacar que a la Agencia pasaron las dos terceras partes de los deudores; solo la tercera parte está en 
el Banco Hipotecario. Sabemos que es muy difícil lograr soluciones de baja de intereses, de cambio de 
reajustes en una institución que está regida por el Banco Central. Dado que nuestros préstamos, en su 
momento, fueron sociales, vemos con buenos ojos integrar nosotros también la Agencia Nacional de 
Vivienda, que es el organismo que hoy otorga los préstamos sociales que nosotros obtuvimos en su momento. 


Se nos preguntaba si tenemos fórmulas de solución. Acabo de decir las que estudiamos y las respuestas que 
obtuvimos. 


Se nos habla de que, muchas veces, el trato igualitario no quiere decir que se dé la misma solución a todo el 
mundo. Eso es verdad, pero tenemos ejemplos claros de préstamos que han pasado a la Agencia y que no 
tenían un viso social. En el Banco Hipotecario hay préstamos para viviendas que quizás no sean de interés 
social pero también sigue habiendo préstamos de neto interés social. Se nos admitió que el criterio no fue que 
lo social pasara a la Agencia y que lo no social quedara en el Banco. Se nos dijo que sigue habiendo préstamo 
social en el Banco Hipotecario. El criterio fue que el Banco tiene que cumplir con la normativa del Banco 
Central porque el sistema financiero es muy importante. Todos los préstamos que tenían algún vicio legal, de 
documentación no podían permanecer en el Banco Hipotecario. Entonces, pasaron a la Agencia Nacional de 
Vivienda préstamos que tenían vicios de documentación, sociales y no sociales, y quedaron en el Banco 
Hipotecario préstamos con documentación correcta, sociales y no sociales. Sí se tuvo muy en cuenta que en 
el Banco no podían quedar clientes de alta morosidad porque la morosidad tenía que estar controlada en una 
institución regida por el Banco Central, y pasaron a la Agencia Nacional de Vivienda. ¿Qué pasó luego de 
unos años? Resulta que ahora la Agencia tiene una tasa de morosidad muchísimo más baja que el Banco 
Hipotecario, donde si bien bajó, no deja de ser preocupante. Es una morosidad relativamente alta para un 
sistema financiero que funciona saneadamente a nivel privado y estatal. No vemos que se haya solucionado 
lo que tiene que ver con los préstamos sociales ni que hayan quedado los préstamos no sociales en el Banco. 


Con respecto a si el total pagado se corresponde con el valor de la vivienda, no hemos visto que el Banco, 
con una tasación, diera por concluidas deudas cuando se había pagado más del valor de la vivienda, sobre 
todo porque no hay una evaluación de lo que se ha pagado, puesto que nuestras están en unidades 
reajustables y se miden en unidades reajustables. Seguramente, cuando obtuve mi préstamo, equivalía a diez 
mil ladrillos y llevo pagados cuarenta o cincuenta mil, pero esa es una cuenta que el Banco hasta el momento 
no hace. La percepción -podemos traer números y casos- es que muchísimos de nosotros hemos pagado la 
indexación por inflación, un interés lógico y muchísimo más, a veces el doble o el triple de lo que vale 
nuestra vivienda. De todos modos, sinceramente tampoco pedimos que se nos haga justicia y que si pagamos 
más, se nos condone la deuda. Lo que pedimos no es mirar para atrás sino seguir pagando nuestro préstamo 
con una lógica de que nuestras deudas se vayan extinguiendo al pagar y no que se multipliquen. 


SEÑORA OSTAZO (Yolanda).- Quiero agradecerles por habernos recibido. 


Le contesto al señor presidente que solicitamos nuevamente una reunión con la ministra de Vivienda. En este 
momento tiene su agenda muy llena y la idea es que nos reciba en las próximas semanas para presentarle 
nuevamente nuestra problemática. 


El diputado Yurramendi preguntó si en nuestro grupo están los deudores que tienen préstamos en dólares. Sí, 
porque la mayor parte de ellos urificó sus préstamos e integra nuestro colectivo. 


También quiero comentar al diputado Olivera que nuestras viviendas son de interés social, son normales. El 
Banco Hipotecario, cuando otorgaba los préstamos, exigía que la vivienda tuviera determinadas 
características. 


SEÑOR OLIVERA (Nicolás).- Ustedes hablaban de que tenían tasas de interés de 7% o más. ¿La tasa 
de interés se iba fijando en función de lo que cada uno iba acordando con el Banco Hipotecario, según 


la época, o todos tienen la misma? 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cuál es la cuota promedio que pagan o el valor es muy dispar? 


SEÑORA OSTAZO (Yolanda).- Tenemos gente que está pagando $ 10.000 y otra, $ 26.000. Tenemos 
nombres y apellidos, número de hipoteca, etcétera. Nosotros vivimos en un país pequeño, que ha 
sufrido muchas crisis económicas. Tenemos claro que estos últimos gobiernos han tratado de proteger a 
la ciudadanía, pero esto nuevo. La gente que ha pedido préstamos hace muchos años ha pasado por 
diferentes situaciones económicas: tenían un buen empleo y lo perdieron; se han tenido que ir del país; 
han vuelto; han refinanciado sus cuotas y hay quien paga una cuota de $ 26.000. 


SEÑOR FIRPO (Gustavo).- Mañana vamos a presentar en la sala Paulina Luisi, a la hora 18 y 30, 
nuestra visión sobre las antiguas deudas hipotecarias. Nuestro principal objetivo es derrumbar muros 
que impiden un diálogo fecundo que permita arribar a soluciones responsables, que no afecten las 
arcas del Estado y otorguen previsibilidad, posibilidad de cumplimiento y de finalización de las deudas 
y soluciones perdurables en el tiempo. Están todos invitados. Los que vamos a hablar somos simples 
ciudadanos. 


En este momento, nuestro gran caballito de batalla es que no podemos descolgarle a esta población afectada 
por un ajuste de deudas que las ha transformado en irracionales, un nuevo ajuste de un 12%, un 13% o un 
14% de la unidad reajustable al próximo setiembre, en la cuota correspondiente a octubre de 2015. Pedimos 
que se anule esa suba, contribuyendo a un gran diálogo por soluciones para las cuentas que están en la 
Agencia Nacional de Vivienda y en el Banco Hipotecario. 


Muchas gracias. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Edgardo).- Este tema se ha planteado muchas veces. Es una situación muy 
larga y lamentable que todos conocemos. 


Yo soy del partido de Gobierno y no les voy a decir que el problema se va a resolver ni que va a tener 
solución. No les voy a decir nada porque podría interpretarse que queremos dar manija. Lo que les puedo 
decir es que vamos a considerar el asunto y que a hablar con las autoridades competentes. Ustedes saben 
perfectamente por qué sucede esto: en la lógica del sistema capitalista en que vivimos las cosas funcionan así. 
Lamentablemente, esto tiene costos muy altos. Muchas cosas que se hicieron no fueron gratis y las salidas, 
mejores o peores, en cualquier caso complican a la gente. Todos lo tenemos claro. Veremos cuánto se puede 
mejorar la situación. Creo que es absolutamente legítimo el planteo y es oportuno retomar el tema. 


Es posible que algunos colectivos de la Agencia Nacional de Vivienda no hayan resuelto su situación pero allí 
todo está bastante más claro. Hubo muchas zonas grises al elegir quién iba a la cartera social y quién quedaba 
como cliente del banco; esa es una frontera complicada. 


SEÑORA BARREIRO (Gabriela).- Comparto lo dicho por el señor diputado Edgardo Rodríguez. 
Según entendí, ustedes son 23.000 más los de la Agencia Nacional de Vivienda. 
SEÑORA BALEATTO (Verónica).- Efectivamente. 


SEÑORA BARREIRA (Gabriela).- También quisiera saber si tienen algún estudio sobre la cantidad de 
pasivos y activos, porque las cuotas no significan lo mismo para ambos grupos. Sería de utilidad que 
nos dejaran ese tipo de insumos. 


SEÑORA BALEATTO (Verónica).- Les dejaremos el material de que disponemos. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias por su presencia. 


(Se retira de sala la delegación del Movimiento Deudores del Banco Hipotecario del Uruguay y la 
Agencia Nacional de Vivienda) 


(Ingresa a sala una delegación de habitantes del barrio 30 de julio, del departamento de Montevideo) 


Esta Comisión tiene mucho gusto en recibir a la delegación de habitantes del Barrio 30 de julio, 
integrada por las señoras María Alvez Moretti, Mariana Vázquez, María Feo y Andrea Suárez; los señores 
Jorge Rodríguez, Pablo Vázquez, Fabián Barreto y Carlos Vázquez, y el doctor Alvaro Acordagoitía. 


SEÑOR VÁZQUEZ (Carlos).- Venimos en representación de la Comisión Vecinal del barrio 30 de julio 
y queremos expresarles la situación en que nos encontramos. 


Nuestro barrio está ubicado en Instrucciones y la antigua continuación del camino Colman, casi San Martín. 
El viernes 30 de julio de 1998 setenta y siete familias fundamos el barrio; hoy somos noventa y seis familias, 
quinientas personas, ciento cincuenta menores, madres solteras jefas de familia y -por la situación en la que 
estamos- varios vecinos que están enfermos 


El 26 de mayo se remató el terreno en que vivimos. Cuando lo ocupamos teníamos idea de que era de UTE, 
pero después de dieciocho años supimos que era de una siderúrgica que no existe más: Inlasa. Cuatro días 
antes del remate, un señor que representaba a un grupo inversor importante -que, según nos dijo, no tenía la 
intención de sacar a nadie sino de negociar-, informó a la Comisión Vecinal que el terreno se iba a rematar. 
Teníamos la esperanza de que nuestra situación fuera considerada por algún organismo competente, pero el 
remate no se pudo evitar. Para nosotros fue algo atípico porque se realizó con las noventa y seis familias 
habitando el terreno. Fue ilógico porque llevamos dieciocho años aportando al Estado por contribución 
inmobiliaria, impuestos de puerta, OSE, UTE y Antel. Nos sorprende como el Estado desconoció a noventa y 
seis familias que hace dieciocho años viven allí y que aportan. Sin embargo, la Justicia estableció que se 
llevara a cabo el remate. 


Un señor representante de dos contadores de la empresa Inlasa ofertó por el terreno, un predio de casi 3 
hectáreas, US$ 40.500. Más allá de nuestra ignorancia, creemos que la descripción que figuraba en la hoja 
del Diario Oficial sobre lo que se estaba rematando faltaba a la verdad, ya que señalaba que el estado 
habitacional del terreno se desconocía. ¿Cómo es posible si el Estado sabe que estamos ahí desde hace 
dieciocho años? Concurrimos para ver quién era el oferente. Aunque era un remate en dólares y sin base, 
nosotros no teníamos condiciones económicas para ofertar por el terreno. 


Posteriormente, tuvimos una reunión en la Junta Departamental con el doctor Canon, que es el abogado de 
los dos contadores, para conocer cuál es su intención. El terreno es privado y las personas que compraron 
quieren cobrar porque esto era por unos créditos laborales. Desde el principio dijimos que no teníamos 
ninguna objeción respecto a lo que llevaba al remate sino respecto a que la Justicia no contemplara la 
situación de los habitantes. Por supuesto, estamos de acuerdo con el reclamo de los contadores porque 
también somos trabajadores; cualquiera que es despedido reclama que se le paguen sus haberes, más allá de 
que las cifras que se manejan para nosotros son inalcanzables. En la mesa de negociación, el abogado nos 
planteó que sus representados saben que la cifra que están reclamando es casi incobrable pero que al menos 
quieren hacerse de parte de lo que se les adeuda. Ahí comenzó la negociación a los efectos de ver cuál va a 
ser nuestro futuro. 


Como barrio, las noventa y seis familias estamos dispuestas a pagar el terreno. Desde que comenzó esta 
situación, hemos manifestado a la prensa que no queremos nada regalado sino pagar el terreno donde 
construimos nuestras casas. Hoy el tema de la vivienda está en la palestra pero nosotros no necesitamos que 
nos den casa ni que nos realojen. Tenemos un barrio que construimos con ayuda del Gobierno. En su 
momento, hablamos con el Vicepresidente de la República, quien mandó las máquinas del Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas para abrir las calles. También por eso afirmamos que el Estado no podía 
desconocer nuestra presencia. 


Reiteramos que tenemos casas que construimos nosotros y que pagamos los impuestos municipales y los 
servicios públicos. Lo que queremos es que si esta Comisión tiene competencia al respecto, posibilite una 
reunión con el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente o con la Directora de 
Vivienda. Hace más de un mes que esperamos una reunión de ese tipo, pero se ha postergado debido al 
estudio del presupuesto quinquenal. Mientras tanto, estamos en vilo, sabiendo que el terreno es de un privado 
y que si no llegamos rápidamente a un arreglo, aunque en la Junta Departamental planteó que su intención no 
es sacarnos, podría recorrer ese camino. 


Reitero que estaríamos sumamente agradecidos si esta Comisión puede contribuir a que se concrete esa 
reunión. Quizás hubiera tenido otro impacto si esta reunión se hubiera hecho antes, pero, al día de hoy, los 
hechos están consumados; ya se remató. Estamos a la espera de la reunión con la ministra o la directora, pero 
lo concreto es que hoy estamos en el aire. Seguimos viviendo en nuestro barrio, tratando de mejorarlo, pero 
con la duda de si mañana vamos a estar ahí o qué va a pasar con nosotros, porque sabemos que estamos en un 
terreno que tiene dueño y esto está sujeto a nuestra posibilidad económica de amortizar lo que esa gente está 
pidiendo. 


Como ya se definió el presupuesto de los ministerios, para nosotros es fundamental la reunión con la 
directora o la ministra de Vivienda a fin de saber si, a través de esa cartera, se puede hacer frente a lo que 
estas personas están pidiendo y seguir los carriles que corresponden. 


Nosotros somos gente de trabajo y podríamos pagarle al Ministerio de Vivienda, en este caso, si puede 
hacerse del terreno, como sucede con otros barrios. Se podría llegar a un acuerdo, en base al ingreso de cada 
uno de nosotros -si es así que funciona- o fijar una cuota y pagarla. 


La realidad es que nos apremia la situación y vivimos con incertidumbre porque no sabemos si la casa que 
cerramos cuando nos vamos a trabajar, mañana seguirá siendo nuestra. 


SEÑOR ACORDAGOITIA (Álvaro).- No soy vecino del barrio sino el abogado que los asesora frente a 
este problema y quiero hacer algunas puntualizaciones. 


Esta situación involucra a noventa y seis familias, cerca quinientas personas, con ciento cincuenta menores. 


La situación jurídica es que han ocupado este barrio durante dieciocho años, pensando que era un terreno de 
UTE. Eso se debió a un error registral. En el registro público estaba mal ingresada una donación por una 
subestación. En realidad, este terreno es de una fábrica que entró en concordato: Inlasa. El terreno quedó libre 
y estas personas lo ocuparon, construyendo allí sus viviendas. 


Cabe señalar que cuando se ocupó, se hizo un fraccionamiento muy ordenado, al grado tal que la Intendencia 
comenzó a cobrarles tributos e, inclusive, contribución inmobiliaria fraccionada. Esencialmente es un solo 
padrón, pero desde ese momento en adelante se les brindaron todos los servicios: calles internas, espacios 
públicos internos. Originalmente hubo setenta y seis o setenta y siete familias, pero hubo una segunda oleada, 
por la que se ocuparon los espacios que quedaban libres dentro del barrio. Ahí se dio una situación de 
asentamiento en el barrio 


Hay diversidad entre los vecinos: algunos con trabajo estable y otros que no lo tienen y enfrentan necesidades 
muy imperiosas. 


Recién hace un mes se enteraron de cuál era la situación por un cartel de remate. Se enteraron que les iban a 
rematar todas las propiedades y, además -como sucede en estas situaciones de río revuelto-, cayó gente a 
negociar; querían saber si querían ir a remate, a comprar y después les vendían a ellos; querían sacarles plata. 


Ellos me llamaron. Teníamos tres o cuatro días para el remate. Intentamos frenarlo, en base a distintos 
argumentos frente a la justicia, pero no se pudo. Lo que sí se pudo hacer fue corregir un error del edicto de 
remate, que desconocía la situación ocupacional. Entonces, se logró aclarar cuál era la situación: que el 
terreno estaba ocupado, con gente que había construido distintos tipos de vivienda y situaciones 
ocupacionales. Por ese motivo, cuando se realiza el remate, nadie oferta. Entonces, ¿quién va al remate? 
Quien produjo el remate. 


Quiero señalar que el remate es producido por un "crédito laboral", entre comillas. Se trata del gerente 
general de Inlasa -el trabajador jerárquicamente más grande de la empresa- y la contadora; en realidad, son 
dos contadores. Ellos generaron un crédito laboral y obviamente, por ser tal, en la liquidación de la sociedad 
pasa a ser un crédito muy interesante. Al momento del remate, el crédito tenía una liquidación que superaba 
los US$ 400.000. O sea que, evidentemente, estas tres hectáreas las iban a rematar ellos o las iban a llevar al 
precio que ellos querían en el remate. Como nadie se presentó en el remate, terminaron comprando por un 
precio mínimo. Esto es tan así que, en un principio, ofrecieron US$ 20.000. El rematador pidió un poco de 
seriedad y entonces, ofrecieron US$ 40.000. Por tanto, se remató por US$ 40.000, pero es un precio ficto. 


Cuando se terminó el remate, contactamos al abogado para preguntar qué querían y la respuesta fue: "plata". 
Y nos dice que va a desalojar de inmediato a los residentes del barrio. Fue así que la gente se empezó a 
enloquecer. De la noche a la mañana, pasaron de una situación en la que creían que estaban en algo que no 
era totalmente regular, porque ocuparon, a tener un pie adentro y otro afuera. 


Sé que son procedimientos judiciales, que no se dan de la noche a la mañana, pero el riesgo de que queden en 
la calle es cierto. Y lo increíble es que tienen servicios y que hay un barrio entero montado allí. Es posible 
que se tenga que hacer un ajuste vinculado a lo que les expliqué de los espacios públicos, y que se tenga que 
estudiar el tema desde el punto de vista del ordenamiento territorial, pero la gran mayoría de las familias van 
pueden seguir allí, en donde tienen asentado su desarrollo familiar. 


Quería hacer estas puntualizaciones porque la mayoría de las personas que están en el barrio no tienen la 
posibilidad económica para acceder al dinero que esta gente está pidiendo. Entonces, es imperioso que algún 
organismo público tome cartas en el asunto, de alguna forma de buscarle la vuelta, por un lado, por el tema 
de ordenamiento territorial y, por el otro, para que luego los vecinos le pagan a ese organismo, en forma 
financiada, atendiendo las necesidades individuales de cada uno, que son distintas, para que puedan quedarse 
en el barrio y regularizar la situación. 


Entonces, lo que está pidiendo el barrio es un asesoramiento territorial y una asistencia para hacerse dueños o 
seguir los caminos que los organismos estatales entiendan pertinentes para solucionar la situación de estas 
familias que, reitero, son cerca de quinientas personas. 


SEÑOR OLIVERA (Nicolás).- Les damos la bienvenida. 


La verdad es que, a veces, uno piensa que las cosas no van a pasar y terminan pasando. Tres días antes del 
remate tenían cierta tranquilidad y ya no la tienen. 


Quería saber qué servicios tiene el barrio y si los vecinos exploraron la posibilidad de encuadrar esta 
situación dentro de lo que es la prescripción corta, de cinco años. Ahí ya estamos hablando de otra cosa 
porque, luego de los cinco años, pasan a ser dueños. No sé si se dan todos los elementos para eso o no. 


Por otra parte, ¿a qué dinero aspira esta gente? Me parece que si compraron por US$ 40.000 no corresponde 
más de eso. Además, de la noche a la mañana, nadie desaloja a noventa y seis familias. Hasta puede haber un 
derecho de retención por mejoras realizadas. Entonces, no sé hasta dónde no compró un problema esta gente. 
Si pagaron US$ 40.000, seguramente pidan más. Sin embargo, la letra fría del documento dice que el valor de 
mercado hoy, en virtud de un remate en donde todo el mundo tiene posibilidad de hacer postura, es de 

US$ 40.000. Esa es la realidad. Y por US$ 40.000 la dirección o el ministerio de Vivienda, o quien sea, no 
hace una casa. 


Entonces, entiendo el nerviosismo, pero creo que la voluntad de los acreedores y de los organismos públicos 
es algo que se puede encaminar. 


Gracias. 
SEÑOR RODRÍGUEZ ALVEZ (Edgardo).- Esta es una situación insólita, pero real. 


Coincido plenamente con el razonamiento del diputado Olivera. Me parece que por esa línea hay que ir 
trabajando. 


Quiero saber si el abogado estima conveniente apelar la resolución del juzgado que habilitó ese remate. No 
creo que sea ese el camino que resuelva la situación, pero por lo menos puede dar también otra vía de acción. 


No conozco el barrio porque soy de Tacuarembó, y como sé que hay lugares que se inundan, quisiera saber si 
este predio es inundable o no y si tiene saneamiento, porque son elementos importantes a tener en cuenta. 


De todas maneras, hay una situación de hecho que las mismas instituciones fueron permitiendo; abrieron 
calles, cobraron contribución, pusieron la luz, el agua. O sea que hay una consolidación del barrio y eso 
obviamente pesa. Y, quizás, la vía de la prescripción corta sea un camino a explorar. 


Por otra parte, habría que ver qué organismos deberían intervenir rápidamente para ver cómo canalizar esto y 
evitar la especulación, porque es claro que hay una situación bastante llamativa. 


SEÑORA BARREIRO (Gabriela).- Quería saber si están en zona rural o urbana y también si la 
comisión de vecinos tiene personería jurídica, porque es algo que ayuda al momento de la negociación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Este fue un tema sonado, antes de llegar al remate; salió en la prensa. Fue un 
hecho bastante curioso y extraño: ir a un remate con gente adentro. 


Quería saber si la Alcaldía, el Centro Comunal, la Intendencia y el Ministerio tuvieron conocimiento de este 
hecho por parte de ustedes, previo al remate. 


Además, sería interesante que la Comisión visitara el barrio. Si algún día nos quieren invitar, en ese momento 
tomaremos resolución en ese sentido. 


SEÑOR VÁZQUEZ (Pablo).- Quiero decir que el total del crédito laboral de la ex empresa Inlasa 
asciende a US$ 373.000. Evidentemente, es una suma realmente inalcanzable para que podamos hacer 
frente en una negociación directa con los compradores del terreno. 


Por otra parte, como los oferentes resultaron ser los mismos que reclamaban los créditos laborales, 
seguramente ni siquiera van a pagar US$ 40.000 por el terreno. Entendemos que van a pagar muchísimo 
menos, porque ellos mismos no se van a pagar los créditos que reclaman. Seguramente, deban abonar los 
porcentajes correspondientes al trámite del remate y todas esas cosas. 


Los servicios que poseemos son luz eléctrica, agua de OSE y Antel. En estos momentos no podemos acceder 
al saneamiento, porque que si bien el barrio está sobre Avenida de las Instrucciones, por ser en un terraplén 
no se puede hacer la conexión... 


(Diálogos) 
———Fue la respuesta que nos dieron. 


No tenemos alumbrado público en las calles internas; sí hay en las calles sobre antigua continuación Colman 
y Avenida de las Instrucciones. Y también tenemos zanjas muy precarias que hizo la Intendencia. 


Aclaro que no es una zona inundable. Allí se han acercado diferentes actores políticos, diputados, ex 
integrantes de la Comisión de Vivienda. Unos días después de que surgió el problema del remate, el 
exdiputado Pablo González, nos generó falsas expectativas pues nos dijo que nos quedáramos tranquilos, que 
no precisábamos abogado, que no teníamos que pagar nada y que no teníamos que movernos a ningún lado 
porque nadie nos iba a sacar de allí. 


También dijo que no se podía fraccionar porque era una zona rural, encuadrada en un plan de importancia 
logística. Eso nos generó más problemas, más incertidumbre porque entendemos lo que significa para el país 
ese tipo de proyectos en materia logística. Podría venir cualquier empresario con muchos dólares encima y 
estaría echada nuestra suerte. 


Nos preguntaban sobre la personería jurídica. Desde que se fundó el barrio se han creado diferentes 
comisiones. Ingresamos la documentación y toda la información que se nos requirió a los Ministerios de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y de Educación y Cultura, a la Intendencia de 
Montevideo y a la Jefatura. Por diferentes circunstancias, las comisiones dejaron de trabajar hasta que, 
lamentablemente, llegó esta situación. Si bien algunos vecinos se estaban moviendo, nunca se llegó a 
gestionar la personería jurídica. Por eso, nosotros estamos tratando de regularizar la situación y la personería 
jurídica nos permitiría abrir más puertas. 


Con respecto a lo que decía el señor diputado, obviamente este no es un tema para politizar y estamos 
abiertos a recibir a todos los que quieran y estén en condiciones de darnos una solución. De hecho, les 
decimos en este mismo momento que los recibiremos con los brazos abiertos el día que ustedes quieran 
visitar el barrio. 


SEÑOR ACORDAGOITIA (Álvaro).- Otros agentes públicos visitaron el barrio. 


SEÑOR VÁZQUEZ (Pablo).- Fueron la nueva alcaldesa, el diputado Eduardo Rubio, el exdiputado 
Pablo González, un diputado de la lista 609 -no recuerdo su nombre- y unos ediles. 


SEÑOR VÁZQUEZ (Carlos).- Todas las personas que dijo Pablo estuvieron antes del 26 de mayo. 
Luego de llevado a cabo el remate, no apareció nadie más; esa es una realidad inobjetable. Pensando 
sanamente, podemos creer que vinieron a interiorizarse de un tema que les preocupaba; analizando los 
hechos, como fue antes del remate, suponemos que fueron a sacar algún provecho político, y noventa y 
seis familias no podemos estar expectantes de los vericuetos que puedan manejarse por intereses 
personales. La realidad es que luego del 26 de mayo, día en que se hizo el remate, no apareció nadie 
más. 


Como decía Pablo, estamos abiertos a todos aquellos actores políticos que se hagan presente para darnos una 
mano, una solución o a orientarnos. Si bien es un tema político, nosotros no lo hacemos partidario. Es un 
tema muy delicado, de mucha sutileza; estamos hablando de la vivienda, en un país donde hay una carencia 
enorme en ese sentido. La situación que tenemos hoy es que noventa y seis familias podemos quedar en la 
calle. Por eso solicitamos esta entrevista y les estamos planteando el problema. 


SEÑOR ACORDAGOITIA (Álvaro).- Quiero hacer algunas precisiones sobre las inquietudes que 
trasmitieron. 


La prescripción corta se manejó y se maneja todavía, pero la situación dentro del barrio es disímil. Hay gente 
que está por debajo de la línea de pobreza y gente que podría no estarlo. Otro requisito que exige el sistema 
de prescripción corta es cumplir con el ordenamiento territorial y ahí es donde precisamos más del Estado, 
porque tenemos problemas con las dimensiones de los terrenos internos. Necesitamos el asesoramiento, la 
ayuda de organismos estatales para cumplir con el ordenamiento territorial, porque eso se va a necesitar en 
cualquiera de las opciones que se encaminen. 


El predio es rural. Está inserto en una zona donde hay fábricas pero tiene barrios enfrente. No tiene 
saneamiento sino cuneta; tiene los demás servicios y calles internas. Con muy poco esfuerzo podría hacerse 
una cooperativa, un sistema de propiedad horizontal y realojar o no, según lo que indiquen las autoridades 
que regulan el ordenamiento territorial, a muy pocas personas, solucionando el problema. 


En torno a los montos y las aspiraciones, hubo una reunión con la Comisión de Asentamientos de la Junta 
Departamental de Montevideo, convocada por la edila Graciela Villar. Allí concurrieron los abogados de 
estos contadores, luego del remate y plantearon claramente: el dinero o la tierra. Dijeron que sería en la 
medida de las posibilidades, etcétera, pero después pidieron: "Hagan una oferta seria". No se trata de los 
US$ 40.000; si el Estado quisiera expropiar, sería un buen argumento porque es un precio de mercado, pero 
ellos tenían en sus manos más de US$ 300.000. Tenían hasta US$ 400.000 para rematar un predio ocupado, 
sin pagar. No pagaron nada; se compensa con el crédito que están ejecutando. Ofrecieron US$ 20.000 para 
ahorrar en los aportes notariales de la escritura y como el rematador les dijo que le estaban tomando el pelo, 
que hicieran una oferta seria, ofrecieron US$ 40.000. De todos modos, no pagaron nada; la única diferencia 
es que cuando hagan la escritura tendrán que pagar los aportes y los gastos en función de esos números. El 
crédito contra el bien ya lo ejecutaron y cuando escrituren van a quedar como propietarios; entonces, van a 
poder vender al precio que quieran. 


SEÑOR PÉREZ (Darío).- ¿No se presentó nadie más al remate? 


SEÑOR ACORDAGOITIA (Álvaro).- No, y cuando escrituren van a ser propietarios. Como tales, van 
a poder venderlo a dos pesos o a dos millones de dólares y aprovecharse de la situación. Un particular 
no tiene la herramienta; el Estado sí: expropia y va al valor objetivo. Esas herramientas las tienen solo 
los Poderes públicos. Puede usarse esa u otra herramienta; estamos abiertos a cualquiera, pero el 
monto de la negociación es lo que el vendedor quiera y se va a aprovechar; ya nos lo anunció. Además, 
el barrio no está en Carrasco ni en Pocitos sino en una zona rural, en la periferia urbana de 
Montevideo. 


En cuanto a apelar el auto de aprobación del remate, en las instancias judiciales no se descarta nada y se está 
manejando la alternativa de apelar y recurrir cualquier resolución, incluso la del remate, pero dentro de las 
lógicas y de lo que es apelable y recurrible. Se trata de un decreto apelable dentro del proceso judicial y ya 
comparecieron los noventa y seis cabeza de familia esgrimiendo que eran propietarios en función de la 
prescripción corta, pero ni con eso se pudo suspender el remate, que estaba dispuesto desde larga data. 
Incluso fue un juez subrogante quien decidió realizarlo de todas formas. En realidad, el problema es que 
había un desconocimiento total de la existencia del proceso judicial, que ya lleva quince o dieciocho años. 


SEÑOR PÉREZ (Darío).- ¿No se lo comunicaban a nadie? 


SEÑOR ACORDAGOITIA (Álvaro).- Lo que sucede es que era interno; era la liquidación de Inlasa. 
En ese marco, se presentaron distintos créditos y este era un crédito preferente. Cobraron todas las 
hipotecas en otros bienes. Este bien no estaba hipotecado. ¿Quién lo cobra? Un acreedor laboral, que 
es preferente, y con un crédito de US$ 400.000 se queda con el bien. En los hechos, nunca se preocupó 
por el bien; jamás apareció. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha sido muy interesante todo lo que nos han informado. Les comunicaremos 
lo que esta Comisión decida y esperamos contactarlos a la brevedad. 


SEÑOR OLIVERA (Nicolás).- Como tenemos prevista una convocatoria a la ministra y todo su equipo 
para hablar sobre sus planes, podremos hacerles planteos particulares. Si ustedes no se reúnen antes 
con ellos, podremos plantearles este tema. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Edgardo).- Sería bueno buscar un ámbito en el que pudieran recibir 
asesoramiento y trabajar juntos. No sé si la Comisión de Asentamientos de la Junta tiene capacidad 
para encaminar algo de esto o si es posible hacerlo a nivel de la Intendencia o la Alcaldía. La Comisión 
tiene que ver cómo podemos sumarnos en una estrategia que pueda encaminar esto y dar una mano. 
(Se suspende la toma de versión taquigráfica) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la propuesta de ir a visitar el barrio. 


(Se vota) 


Seis por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
La Secretaría coordinará la fecha. 


Les agradecemos su presencia. 
(Se retira de sala la delegación de habitantes del barrio 30 de julio, del departamento de Montevideo) 


SEÑOR PÉREZ (Darío).- Me parece que este caso puede tener cierta urgencia y, por eso, propongo 
delegar en el presidente la tarea de enviar una nota o comunicarse telefónicamente con la ministra, 
para que cuando venga a la Comisión ya tengamos un camino recorrido. Tal vez se pueda acelerar 
algún paso para que sean recibidos o encuentren en el Ministerio algún camino. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Edgardo).- Estoy totalmente de acuerdo y propongo enviar la misma nota o 
una similar a la Comisiones de Asentamientos y de ordenamiento territorial de la Junta Departamental 
de Montevideo, a la Alcaldía y a la Intendencia. La intención es comunicarles que estos vecinos 
estuvieron acá y que estamos interesados en colaborar en lo que podamos. Evidentemente, realojar a 
noventa y seis familias no va a ser viable por mucho tiempo y tenemos que buscarle alguna vuelta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- También debemos incluir en la nota lo solicitado por el señor diputado 
Pasquet en relación con la integración de la Ursea. 


SEÑOR YURRAMENDI (José).- También podemos pedirles que cuando vengan nos digan cuál es su 
posición sobre la situación de los deudores del Banco Hipotecario. 


SEÑOR PÉREZ (Darío).- Una cosa es la comunicación a la Ministra y otra lo que estuvimos hablando 
del barrio 30 de julio. Creo que la aspiración de la mayoría es que el presidente hable directamente con 
ella sobre este tema, aparte de las comunicaciones que se le quieran enviar. SEÑOR RODRÍGUEZ 
ALVEZ (Edgardo).- Es posible que, en el cúmulo de temas, lo del Banco Hipotecario quede como algo 
lateral. Quizás sería mejor tener una reunión específica sobre este asunto con el Directorio del Banco 
Hipotecario. 


SEÑOR PÉREZ (Darío).- Coincido en dedicar una sesión para reunirnos con autoridades del Banco 
Hipotecario y de la Agencia Nacional de Vivienda. 


SEÑOR OLIVERA (Nicolás).- Tenemos que ser soberanos en cuanto a la información que manejamos 
y tomar resoluciones en función de datos obtenidos por la Comisión. 


Los deudores del Banco Hipotecario mencionaron la evolución del valor de la unidad reajustable por encima 
del costo de vida y del salario real en base a alguna tabla que les proporcionó el Banco. Sin embargo, ya que 
en ello estriba el reclamo, creo que la Comisión debería tener como insumo información fidedigna obtenida 
por nosotros. 


¿Tenemos la posibilidad de obtener esa información? Sería bueno saber cuál ha sido la evolución de la 
unidad reajustable y del salario real desde el retorno a la democracia, para hablar con fundamento y no repetir 
lo que dice la gente, aunque no dudo de ellos. 


SEÑOR PÉREZ (Darío).- Solo recuerdo que se hayan realizado consultas a la Universidad de la 
República. 


También se podría solicitar a las autoridades del Banco Hipotecario y de la Agencia Nacional de Vivienda 
que brinden la información correspondiente a diez, quince o treinta años. Nadie va a brindar información 
falsa. 


SEÑOR OLIVERA (Nicolás).- No desconfío de la información de la gente ni de la del Banco 
Hipotecario, pero tenemos que ser soberanos. 


Estoy de acuerdo en solicitar informes sobre la evolución de la unidad reajustable en relación al costo de vida 
y al incremento de salario real, a la Universidad de la República, pero también se podría averiguar sobre otras 
formas de obtenerlos; creo que en algunos casos la Cámara ha pagado por el asesoramiento. 


SEÑOR MENDIONDO (Constante).- La unidad reajustable se usa desde 1968, y la unidad indexada 
desde 2003. Son dos instrumentos financieros de uso permanente y su valor se actualiza 
periódicamente; uno por el índice medio de salarios y otro por la inflación. Creo que también se podría 
solicitar al Instituto Nacional de Estadística que hiciera algún aporte al respecto. 


SEÑOR OLIVERA (Nicolás).- Reitero que mi planteo es que se solicite a la Facultad de Ciencias 
Económicas que nos haga un comparativo de la evolución del valor de la unidad reajustable con el 
salario real, con el IPC y, a partir del 2003, con la unidad indexada. 


SEÑOR PÉREZ (Darío).- Para evitar costos, también sería prudente averiguar si en el Parlamento hay 
posibilidades de obtener asesoramiento. 


(Diálogos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la solicitud de informes planteada. 


(Se vota) 


Seis por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Se va a votar si se envía a la señora ministra de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente la 
versión taquigráfica de las palabras del señor diputado Pasquet y de los habitantes del barrio 30 de julio. 


(Se vota) 


Seis por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Se va a votar si se envía a la Alcaldía correspondiente, a la Junta Departamental y a la Intendencia de 
Montevideo la versión taquigráfica de las palabras de los habitantes del barrio 30 de julio. 


(Se vota) 


Seis por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
El informe sobre Cerro Chato sería para la primera semana de agosto. 


Se va a votar si se invita a las autoridades del Banco Hipotecario y de la Agencia Nacional de Vivienda para 
que concurran antes que la señora ministra de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


(Se vota) 


Seis por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
A continuación, quiero informar sobre dos temas. 


Como recordarán, durante la Legislatura pasada se votó el pase del Instituto Nacional de Meteorología del 
Ministerio de Defensa Nacional al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Lo 
visité hace tres semanas y me pareció muy interesante el trabajo que está realizando su actual Director, el 
ingeniero Gabriel Jorge Pisciottano. No estoy descubriendo nada nuevo si digo que este instituto es un 
elemento esencial en la vida agrícola, ganadera, naval, pesquera y aeronáutica del Uruguay. Los últimos años 
no han sido los mejores para la meteorología nacional pero se advierte un cambio interesante; por ello, sería 
bueno que esta Comisión invitara a sus autoridades en algún momento para que se sepa que ese tema también 
nos corresponde. 


Por otra parte, estuve reunido con el Comandante en Jefe del Ejército, el General Guido Manini Ríos, quien 
me manifestó que hay intención de construir viviendas para el personal de servicio -básicamente, soldados- y 
que sean propiedad del Ejército. Todos sabemos que los soldados de nuestro país son, ante todo, funcionarios 
públicos y que pertenecen al escalón salarial más bajo. Una de las formas que ha encontrado el Ejército para 
premiar y ayudar a los soldados es proporcionarles vivienda mientras están en servicio; cuando se retiran se 
van con la llave y con la casa, por lo tanto, el Ejército siempre corre de atrás. Los batallones del interior 
tienen disponibilidad de terreno para construir casas habitación que podrían servir para el personal 
subalterno, por lo que me pareció muy interesante esa propuesta. 


Es una realidad que tenemos un Ejército, es una realidad que tenemos soldados y es una realidad que tienen 
salarios bajos. No estamos haciendo política: son realidades. Entonces, si se puede proporcionar a estas 
personas una vida mejor, sería bueno que la Comisión invitara al Comandante en Jefe y escuchara su 
propuesta previamente a la votación del Presupuesto, porque en él se incluyan los recursos correspondientes. 


Se va a votar si se invita al Comandante en Jefe del Ejército. 


(Se vota) 


Seis por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


SEÑOR RODRÍGUEZ ALVEZ (Edgardo).- Por supuesto, es loable la intención y sería muy oportuno 
recibir al Comandante en Jefe del Ejército, pero debemos tener en cuenta cómo encaramos estas 


políticas. En general, hemos tenido una mirada de integración con el resto de la sociedad y no sé si 
correspondería generar barrios de soldados. No digo que eso es lo que está planteado. 


Construir para los soldados es algo totalmente compartible porque son uruguayos, trabajadores como 
cualquiera y tienen derecho a una vivienda decorosa. 


SEÑOR OLIVERA (Nicolás).- Si no entendí mal, ni siquiera serían barrios de soldados sino que las 
viviendas de servicio estarían dentro de las unidades militares. Creo que eso es todavía peor. La 
vivienda es un derecho del individuo; no se trata de que la institución tenga derecho a dársela. Además, 
todos sabemos la lógica que impera en un predio militar: ante cualquier cuestión disciplinaria o 
inconveniente, no vale el desalojo ni ninguna medida judicial. Ahí vale: "Andate", nada más. Entonces 
generamos más precariedad. 


Como conozco el tema, me parece que esa no es la manera de solucionar el problema. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la propuesta. 


(Se vota) 


Seis por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


SEÑORA SECRETARIA.- Se va a leer el informe encomendado al señor Presidente sobre Cerro 
Chato. 


(Diálogos) 


Se da por leído y aprobado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


